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T	E	M	A	R	I	O

A) MATERIAS COMUNES

Tema 1.- La Constitución Española de 1978. Principios generales, características y estructura. Los
derechos y deberes fundamentales: garantía y suspensión.

Tema 2.- La Corona. El Poder Legislativo. El Poder Ejecutivo. El Poder Judicial. El Gobierno y la
Administración del Estado.

Tema 3.- La Administración Pública en el ordenamiento jurídico español. Tipología de los entes
públicos. Las Administraciones del Estado, Autonómica y Local.

Tema 4.- El Estatuto de Autonomía para Andalucía: estructura y disposiciones generales.
Competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Tema 5.- El Régimen Local Español. Principios constitucionales y regulación jurídica. Organización
y competencias municipales.

Tema 6.- La Provincia. Organización: órganos necesarios y complementarios de las Diputaciones
Provinciales. Sistema de elección de los/las Diputados/as y del/la Presidente/a.

Tema 7.- El Municipio. Organización Municipal. Competencias. Autonomía Municipal.

Tema 8.- Los derechos de los ciudadanos ante la Administración Pública. Consideración especial del
interesado. Colaboración y participación de los ciudadanos en la Administración.

B) MATERIAS ESPECÍFICAS

Tema 9.- El personal al servicio de las Administraciones Públicas: los empleados públicos.
Retribuciones del personal.

Tema 10.- Los funcionarios públicos: situaciones administrativas. La responsabilidad y el
procedimiento disciplinario. Derechos colectivos de los funcionarios.

Tema 11.- El Procedimiento Administrativo Común. El Registro General de entrada y salida de
documentos. Días y horas hábiles. Cómputo de plazos. Requisitos en la presentación de documentos.

Tema 12.- Fases del procedimiento administrativo:  iniciación, ordenación, instrucción  y finalización.
Derechos de los ciudadanos en el procedimiento.

Tema 13.- El acto administrativo: concepto, clases y elementos. Su motivación y notificación. Eficacia
y validez de los actos administrativos.



Tema 14.- Los recursos administrativos. La revisión de oficio de los actos administrativos. El recurso
contencioso-administrativo.

Tema 15.- Funcionamiento de los órganos colegiados locales. Convocatoria y orden del día. Actas y
certificaciones de acuerdos.

Tema 16.- Los contratos administrativos en la esfera local. Especial referencia a la selección del
contratista.

Tema 17.- Las  haciendas  locales. Clasificación de ingresos. Las ordenanzas fiscales: procedimiento
de elaboración y aprobación. Régimen jurídico del gasto público local. Control y fiscalización del gasto.

Tema 18.- Los bienes de las entidades locales: concepto. Clases. Bienes de dominio público. Bienes
patrimoniales.

Tema 19.- El interesado: concepto, representación,  pluralidad de interesados y  nuevos interesados
en el procedimiento. Identificación y firma. Sistema de identificación de los interesados y sistemas de
firma admitidos por las Administraciones Públicas; el uso de medios de identificación y firma,
asistencia en el uso de medios electrónicos a los interesados. Derechos de las personasen sus
relaciones con las AA.PP., derecho y obligación de relacionarse electrónicamente. 

Tema 20.- El archivo. Concepto. Tipos de archivos. Organización del archivo. Normas de acceso a los
archivos. El proceso de archivo. El archivo de los documentos administrativos.

Tema 21.- La protección de datos personales y garantía de los derechos digitales. Regulación legal.
Principios de protección de datos. Derechos de las personas. Disposiciones aplicables a tratamientos
concretos. Responsable y encargado del tratamiento. Garantía de los derechos digitales.

Tema 22.- Sistemas ofimáticos. Procesadores de Texto. Hojas de cálculo: principales funciones y
utilidades. Libros, hojas y celdas. Otras aplicaciones ofimáticas. Redes de comunicaciones e internet.
El correo electrónico: conceptos elementales y funcionamiento.

Tema 23.- Ley de Prevención de Riesgos Laborales. Definiciones. Derecho a la protección frente a los
riesgos laborales. Principios de la acción preventiva.

Tema 24.- Conceptualización básica. Discriminación y relaciones desiguales: concepto y tipos de
discriminación. Igualdad de oportunidades: principios de igualdad. Planes de igualdad. Breve
referencia al Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades entre mujeres y hombres de la
Diputación Provincial de Cádiz.
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978.	PRINCIPIOS	GENERALES,
CARACTERÍSTICAS	Y	ESTRUCTURA.	LOS	DERECHOS	Y	DEBERES

FUNDAMENTALES:	GARANTÍA	Y	SUSPENSIÓN.

INTRODUCCIÓN

Tras	las	Elecciones	Generales	del	15	de	junio	de	1977,	el	Congreso	de	los	Diputados	ejerció	la	iniciativa
constitucional	que	le	otorgaba	el	art.	3º	de	la	Ley	para	la	Reforma	Política	y,	en	la	sesión	de	26	de	julio	de
1977,	el	Pleno	aprobó	una	moción	redactada	por	todos	los	Grupos	Parlamentarios	y	la	Mesa	por	la	que	se
creaba	una	Comisión	Constitucional	con	el	encargo	de	redactar	un	proyecto	de	Constitución.

Una	vez	elaborada	y	discutida	en	el	Congreso	y	Senado,	mediante	Real	Decreto	2550/1978	se	convocó	el
Referéndum	para	la	aprobación	del	Proyecto	de	Constitución,	que	tuvo	lugar	el	6	de	diciembre	siguiente.	Se
llevó	a	cabo	de	acuerdo	con	lo	prevenido	en	el	Real	Decreto	2120/1978.	El	Proyecto	fue	aprobado	por	el
87,78%	de	votantes	que	representaban	el	58,97%	del	censo	electoral.

Su	Majestad	el	Rey	sancionó	la	Constitución	durante	la	solemne	sesión	conjunta	del	Congreso	de	los	Diputa‐
dos	y	del	Senado,	celebrada	en	el	Palacio	de	las	Cortes	el	miércoles	27	de	diciembre	de	1978.	El	BOE	publicó
la	Constitución	el	29	de	diciembre	de	1978,	que	entró	en	vigor	con	la	misma	fecha.	Ese	mismo	día	se	publica‐
ron,	también,	las	versiones	en	las	restantes	lenguas	de	España.

A	lo	largo	de	su	vigencia	ha	tenido	dos	reformas:

‐En	1992,	que	consistió	en	añadir	el	inciso	"y	pasivo"	en	el	artículo	13.2,	referido	al	derecho	de	sufragio
en	las	elecciones	municipales.

‐En	2011,	que	consistió	en	sustituir	íntegramente	el	artículo	135	para	establecer	constitucionalmente
el	principio	de	estabilidad	presupuestaria,	como	consecuencia	de	la	crisis	económica	y	financiera.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN:	PRINCIPIOS	GENERALES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.‐	ANTECEDENTES

Las	múltiples	 influencias	de	una	Constitución	derivada	como	 la	española	de	1978	‐además	de	aquellas
recibidas	del	constitucionalismo	histórico	español‐	hay	que	buscarlas	preferentemente	dentro	de	las	nuevas
corrientes	europeas	que	aparecen	después	de	la	Segunda	Guerra	Mundial,	y	en	tal	sentido	ha	recibido	claras
influencias	de	otros	textos	constitucionales	europeos,	así	como	de	diferentes	Tratados	de	Derecho	Interna‐
cional:

•	De	 la	Constitución	 italiana	de	1947	habría	que	destacar	 la	 configuración	del	poder	 judicial	 y	 sus
órganos	de	gobierno,	o	los	antecedentes	del	Estado	Regional	Italiano.
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TEMA	2.‐	LA	CORONA.	EL	PODER	LEGISLATIVO.	EL	PODER	EJECUTIVO.
EL	PODER	JUDICIAL.	EL	GOBIERNO	Y	LA	ADMINISTRACIÓN	DEL	ESTADO.

1.‐	LA	CORONA

El	artículo	1.3	de	la	Constitución	establece	que	la	forma	política	del	Estado	español	es	la	Monarquía	Parla‐
mentaria.	Esta	definición	implica	que	el	Rey,	aún	cuando	ostenta	el	cargo	de	Jefe	del	Estado,	está	sometido
al	Parlamento,	siéndole	de	aplicación	la	máxima	de	que	“El	Rey	reina	pero	no	Gobierna”.	En	desarrollo	de	lo
dispuesto	en	el	mencionado	artículo	1.3,	el	Título	II	de	la	Constitución	(arts.	56	a	65)	se	encabeza	con	el
enunciado		“De	la	Corona”	que	es	el	nombre	clásico	para	indicar	el	conjunto	de	prerrogativas	y	funciones	que
corresponden	a	la	Monarquía,	personalizada	en	el	Rey.

La	Corona,	 término	adoptado	del	constitucionalismo	comparado,	es	 la	denominación	específica	que	en
España	se	le	ha	dado	a	un	órgano	constitucional:	la	Jefatura	del	Estado.	Este	órgano	constitucional	es,	pues,
un	órgano	del	Estado	cuyo	titular	es	el	Rey	y	al	que	se	le	atribuyen	funciones	propias	y	diferenciadas	de	las
del	resto	de	los	poderes	del	Estado.

La	Corona	está	regulada	en	el	Título	II	de	la	Constitución	(arts.	56	a	65),	con	el	contenido	siguiente.

CARACTERÍSTICAS.‐	El	Rey	es	el	Jefe	del	Estado,	símbolo	de	su	unidad	y	permanencia,	arbitra	y	modera	el
funcionamiento	regular	de	las	instituciones,	asume	la	más	alta	representación	del	Estado	español	en	las
relaciones	 internacionales,	 especialmente	 con	 las	 naciones	 de	 su	 comunidad	histórica,	 y	 ejerce	 las
funciones	que	le	atribuyen	expresamente	la	Constitución	y	las	leyes.

Su	título	es	el	de	Rey	de	España	y	podrá	utilizar	los	demás	que	correspondan	a	la	Corona.

La	persona	del	Rey	es	inviolable	y	no	está	sujeta	a	responsabilidad.	Sus	actos	estarán	siempre	refrenda‐
dos	en	la	forma	establecida	en	la	Constitución,	careciendo	de	validez	sin	dicho	refrendo	(salvo	lo	dispues‐
to	sobre	distribución	del	presupuesto	para	el	sostenimiento	de	su	Familia	y	Casa,	y	el	nombramiento	y
cese	de	los	miembros	civiles	y	militares	de	la	Casa	Real,	pues	se	trata	de	actos	que	serán	realizados
libremente	por	el	Rey).

SUCESIÓN.‐	La	Corona	de	España	es	hereditaria	en	los	sucesores	de	S.	M.	Don	Juan	Carlos	I	de	Borbón,
legítimo	heredero	de	la	dinastía	histórica.	La	sucesión	en	el	trono	seguirá	el	orden	regular	de	primogeni‐
tura	y	representación,	siendo	preferida	siempre	la	línea	anterior	a	las	posteriores;	en	la	misma	línea,	el
grado	más	próximo	al	más	remoto;	en	el	mismo	grado,	el	varón	a	la	mujer,	y	en	el	mismo	sexo,	la	persona
de	más	edad	a	la	de	menos.

El	Príncipe	heredero,	desde	su	nacimiento	o	desde	que	se	produzca	el	hecho	que	origine	el	llamamiento,
tendrá	la	dignidad	de	Príncipe	de	Asturias	y	los	demás	títulos	vinculados	tradicionalmente	al	sucesor	de
la	Corona	de	España.
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TEMA	3.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA	EN	EL	ORDENAMIENTO	JURÍDICO
ESPAÑOL.	TIPOLOGÍA	DE	LOS	ENTES	PÚBLICOS.	LAS	ADMINISTRACIONES

DEL	ESTADO,	AUTONÓMICA	Y	LOCAL.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

Refiriéndose	a	la	Administración	Pública	en	general,	la	Constitución	le	impone	una	serie	de	principios	de
actuación	y	organización.	Así,	el	art.	103.1	establece	que	“la	Administración	Pública	sirve	con	objetividad	los
intereses	generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentra‐
ción	y	coordinación”.

La	afirmación	de	que	la	Administración	Pública	sirve	con	objetividad	los	intereses	generales	es	el	eje	sobre
el	que	debe	gravitar	la	actuación	administrativa.	El	interés	general	se	configura	de	esta	manera	como	un
principio	constitucionalizado,	que	debe	estar	presente	y	guiar	cualquier	actuación	de	la	Administración.	La
consecuencia	inmediata	no	es	otra	sino	la	de	que	la	Administración	no	goza	de	un	grado	de	autonomía	de
la	voluntad	similar	al	que	es	propio	de	los	sujetos	de	derecho	privado.	La	actuación	de	la	Administración
deberá	estar	guiada	por	la	búsqueda	y	consecución	del	interés	público	que	le	corresponda,	lo	que	le	impedirá
‐por	imperativo	del	precepto	constitucional	mencionado‐	apartarse	del	fin	que	le	es	propio.

El	ordenamiento	jurídico	establece	figuras	y	mecanismos	tendentes	a	evitar	desviaciones	de	la	Administra‐
ción	respecto	de	lo	que,	en	cada	momento,	y	en	función	de	las	circunstancias,	deba	considerarse	como	interés
público	a	alcanzar.	El	artículo	103.1	garantiza	de	esta	manera	que	las	potestades	administrativas	reconocidas
por	el	ordenamiento	jurídico	no	se	utilicen	con	fines	distintos	de	aquellos	que	justificaron	su	creación	y
reconocimiento	en	favor	de	la	Administración.

Por	otra	parte,	el	sometimiento	pleno	a	la	ley	y	al	Derecho	recogido	en	el	artículo	103.1	enlaza	con	lo	previsto
en	el	artículo	106.1	de	la	Constitución,	cuando	se	atribuye	a	los	Tribunales	(a	los	órganos	jurisdiccionales
competentes)	el	control	de	la	potestad	reglamentaria	y	la	legalidad	de	la	actuación	administrativa,	así	como
el	sometimiento	de	ésta	a	los	fines	que	la	justifican.	Ello	impide	que	puedan	existir	comportamientos	de	la
Administración	Pública	‐positivos	o	negativos‐	inmunes	al	control	judicial.

Por	otra	parte,	el	artículo	103.1	alude	también	a	los	principios	de	eficacia,	 jerarquía,	descentralización,
desconcentración	y	coordinación,	disponiendo	que	la	Administración	Pública	debe	actuar	de	acuerdo	con
dichos	principios.	En	realidad,	es	fácil	observar	que	tales	principios	no	están	situados	en	el	mismo	plano:	los
principios	de	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y	coordinación	no	son	nada	en	sí	mismos	si	no
se	conectan	con	la	finalidad	que	con	ellos	se	persigue,	como	es	alcanzar	una	actuación	administrativa	eficaz.
Podría	decirse	que	el	principio	de	eficacia	es	el	objetivo	a	alcanzar,	 siendo	 los	principios	de	 jerarquía,
descentralización,	desconcentración	y	coordinación	medios	a	través	de	los	cuales	podrá	conseguirse	dicho
objetivo.
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TEMA	4.‐	EL	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	PARA	ANDALUCÍA:	ESTRUCTURA	Y
DISPOSICIONES	GENERALES.	COMPETENCIAS	DE	LA

COMUNIDAD	AUTÓNOMA	DE	ANDALUCÍA.

1.‐	EL	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	PARA	ANDALUCÍA

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

El	Estatuto	de	Autonomía	para	Andalucía	se	aprobó	mediante	Ley	Orgánica	6/1981,	de	30	de	diciembre,
vigente	hasta	su	modificación	y	nueva	redacción	otorgada	mediante	Ley	Orgánica	2/2007,	de	19	de	marzo,
de	reforma	del	Estatuto	de	Autonomía	para	Andalucía.

Hoy,	los	argumentos	que	construyen	la	convivencia	de	los	andaluces	y	andaluzas	y	los	anhelos	de	éstos	nacen
de	un	nuevo	proyecto	histórico	que	debe	permitirnos	afrontar	con	garantías	los	retos	de	un	tiempo	nuevo,
definido	por	 los	profundos	cambios	geopolíticos,	económicos,	culturales	y	 tecnológicos	ocurridos	en	el
mundo	y	por	la	posición	de	España	en	el	contexto	internacional.	Si	durante	el	último	cuarto	de	siglo	se	han
producido	transformaciones	intensas	en	el	mundo,	estos	cambios	han	sido	particularmente	acentuados	en
Andalucía,	donde	en	ese	periodo	hemos	pasado	del	subdesarrollo	económico	y	cultural	a	un	panorama
similar	al	de	las	sociedades	más	avanzadas,	como	ejemplifica	la	inversión	de	nuestros	flujos	migratorios.

Después	de	casi	tres	décadas	de	ejemplar	funcionamiento,	resulta	evidente	que	el	Estado	de	las	Autonomías
implantado	por	la	Constitución	de	1978	ha	producido	en	estos	años	un	rápido	y	eficaz	proceso	de	descentra‐
lización.	Ahora	bien,	 transcurrida	esta	 fructífera	etapa	de	experiencia	autonómica	 se	hacen	necesarias
reformas	que	modernicen	el	modelo	territorial.

Reformas	para	profundizar	el	autogobierno,	extrayendo	todas	 las	posibilidades	descentralizadoras	que
ofrece	la	Constitución	para	aproximar	la	Administración	a	la	ciudadanía.	Reformas	que	al	mismo	tiempo
desarrollen	y	perfeccionen	los	mecanismos	de	cohesión	territorial,	solidaridad	y	cooperación	institucional.
Se	trata,	pues,	de	un	proceso	de	modernización	del	Estado	de	las	Autonomías	que	sólo	es	posible	desde	una
visión	global	y	plural	de	España	que	Andalucía	siempre	ha	tenido.

Hoy,	como	ayer,	partimos	de	un	principio	básico,	el	que	planteó	Andalucía	hace	25	años	y	que	mantiene
plenamente	su	vigencia:	 Igualdad	no	significa	uniformidad.	En	España	existen	singularidades	y	hechos
diferenciales.	Andalucía	los	respeta	y	reconoce	sin	duda	alguna.	Pero,	con	la	misma	rotundidad,	no	puede
consentir	que	esas	diferencias	 sirvan	 como	excusas	para	 alcanzar	determinados	privilegios.	Andalucía
respeta	y	respetará	la	diversidad	pero	no	permitirá	la	desigualdad	ya	que	la	propia	Constitución	Española
se	encarga	de	señalar	en	su	artículo	139.1	que	todos	los	españoles	tienen	los	mismos	derechos	y	obligaciones
en	cualquier	parte	del	territorio	del	Estado.

El	grado	de	desarrollo	económico,	 social	y	cultural	de	Andalucía	ha	sido	posible	gracias	al	Estatuto	de
Autonomía.	Un	texto	que	ha	favorecido	la	convivencia	armónica,	el	desarrollo	político,	social	y	económico
de	esta	tierra	y	la	recuperación	de	la	autoestima	de	un	pueblo	que	hoy	tiene	voz	propia	en	el	Estado	de	las
Autonomías,	tal	y	como	establece	la	Constitución	Española	de	1978.
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TEMA	5.‐	EL	RÉGIMEN	LOCAL	ESPAÑOL.	PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES
Y	REGULACIÓN	JURÍDICA.	ORGANIZACIÓN	Y	COMPETENCIAS	MUNICIPALES.

1.‐	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL

Dentro de las instancias con autonomía política que componen el Estado, las Entidades Locales constituyen
el último escalón en los niveles de autogobierno que se reconocen en la organización territorial por debajo
de las CC.AA. 

La Constitución Española, en el diseño de la organización territorial del Estado que se dispone en SU Título
VIII, reconoce la autonomía de los municipios y provincias para la gestión de sus respectivos intereses, en
los mismos términos que a las Comunidades Autónomas (art. 137 CE), si bien el alcance de una y otra
difieren al concretarse a lo largo de los Capítulos II y III de dicho Título. 

Se reconoce así a las entidades públicas que cuenta con una mayor tradición histórica en nuestra organiza-
ción del poder público, ya que se remontan a los fueros municipales que comenzaron a otorgarse en la Alta
Edad Media. Su evolución a partir del régimen constitucional se ha caracterizado por la progresiva intensifi-
cación de la autonomía y del carácter democrático de sus instituciones que se inició con el reconocimiento
en la Constitución de 1812 de las Diputaciones y los Ayuntamientos como entidades territoriales a nivel local,
con algunas de las características que se han mantenido hasta la actualidad –en concreto, un cierto nivel de
autoadministración y una organización basada en una asamblea electiva presidida por un Jefe o Alcalde–,
pero sin una verdadera autonomía al encontrarse bajo la dependencia del Estado.

Su evolución a lo largo del siglo XIX osciló entre períodos de mayor o menor autonomía, así como de elección
o designación de sus titulares, que no contribuyeron a aportar estabilidad a estas instituciones que sufrieron,
además, un progresivo desgaste en sus recursos a favor del Estado al que, en última instancia, se encontraban
sometidos. 

Ya en el siglo XX comenzó un período de reforma al que contribuyó el Estatuto Municipal de Calvo Sotelo de
1924 –que pretendió democratizar la vida local, aumentar sus competencia y mejorar su Hacienda–, y que
culminó con el reconocimiento pleno de su autonomía y del carácter electivo de sus representantes por
sufragio popular bajo la Constitución Republicana de 1931. 

Estos logros desaparecieron bajo la dictadura franquista, que sometió a las Administraciones locales estable-
ciendo la designación gubernativa de los Alcaldes y Presidentes, así como la fiscalización y tutela de todos
sus actos.

La Constitución Española de 1978 culmina la evolución de la Administración Local situándola en la base de
la organización territorial del Estado con plena autonomía, bajo una organización democrática y con autosu-
ficiencia financiera. Dicho ello, ni la legislación ni siquiera la doctrina ofrecen un concepto unitario del
término Administración Local, sino que una y otra se limitan a enumerar las entidades que la integran y a
definir cada una de éstas por separado. No obstante, puede definirse a la Administración Local como el
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TEMA	6.‐	LA	PROVINCIA.	ORGANIZACIÓN:	ÓRGANOS	NECESARIOS	Y
COMPLEMENTARIOS	DE	LAS	DIPUTACIONES	PROVINCIALES.	SISTEMA	DE

ELECCIÓN	DE	LOS/LAS	DIPUTADOS/AS	Y	DEL/LA	PRESIDENTE/A.

1.‐	LA	PROVINCIA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La división provincial actual arranca de 1833, y se inscribe dentro del proyecto político de los liberales de
cambiar de raíz la estructura política y administrativa del país, desterrando para siempre las estructuras del
Antiguo Régimen. En 1833 el Ministro de Gobernación, Javier de Burgos, propuso una nueva división provin-
cial, cuyas 49 provincias han permanecido al cabo de siglo y medio con la única aparición de una más en la
antigua provincia canaria.

En la estructuración provincial de Javier de Burgos no se siguió un criterio meramente geográfico de modelo
francés, sino que se trató de conjugar éste con el de carácter histórico, al tiempo que se atendía a elementos
de distancia y población, a fin de conseguir una administración más eficaz junto con otra exigencia conocida
en el siglo XIX con la denominación de «unidad constitucional». Para ello habría que fijar dentro de la
provincia otros núcleos de menor entidad territorial, por supuesto, cuya división fue decretada en abril de
1834 y cuyo número ascendió a 463 núcleos de población con juzgado de primera instancia.

Eran éstos los Partidos Judiciales, los cuales presentaban, a veces, unos elementos característicos naturales,
demográficos, económicos y de dotación administrativa e incluso, también a veces, singularmente históricos,
que permitían fijar con facilidad la cabecera de los mismos. Posteriormente se han reducido estas “cabezas
de partido” y, por tanto, se han ampliado sus áreas territoriales por condicionamientos obvios de la evolución
en los medios de comunicación, así como por el descenso demográfico en numerosas zonas de España, entre
las cuales son muy destacadas las correspondientes a Castilla y León.

Por su parte, la Diputación Provincial tiene su origen en la Constitución Española de 1812. Una constitución
de origen liberal, que situaba a esta institución, no sólo, como el órgano de gobierno -superior al de los
ayuntamientos- de la Provincia en la que se asienta, sino también como un auténtico órgano descentraliza-
dor, y a la vez extensivo, del poder central. Es pues, una institución de marcado acento liberal, creada al calor
de las reformas constitucionales que sacaron a España del Antiguo Régimen.

Las Diputaciones Provinciales, desde entonces, han sufrido numerosas modificaciones en una convulsa etapa
política y social en la España de finales del siglo XIX y mayor parte del siglo XX, hasta configurarse en las
administraciones locales intermedias de hoy, fruto de la aprobación de la vigente Constitución Española de
1978 que configuró, la vuelta a la democracia tras cuarenta años de dictadura, y la articulación del sistema
político institucional que perdura en la actualidad. Sirviendo además la provincia, como base territorial para
la configuración de los entes preautonómicos, que posteriormente se convertirían en las actuales Comunida-
des Autónomas constituidas al margen de las que lo hicieran gracias a la disposición transitoria 2ª de la
Constitución (para los territorios que en el pasado hubiesen plebiscitado afirmativamente proyectos de
Estatuto de autonomía).
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TEMA	7.‐	EL	MUNICIPIO.	ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL.
COMPETENCIAS.	AUTONOMÍA	MUNICIPAL.

1.‐	EL	MUNICIPIO

1.1.- CONCEPTO Y ELEMENTOS

CONCEPTO.- El Municipio es la Entidad local básica de la organización territorial del Estado. Tiene personali-
dad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines. De esta definición se desprenden las
siguientes notas:

-Es un Ente público, es decir, con personalidad y potestades públicas, aunque las mismas sean de
carácter derivado y no originario.

-Es territorial, puesto que sus órganos de gobierno tienen su competencia establecida sobre un
territorio concreto, que es el término municipal.

-Es primario, por cuanto es el primer Ente público territorial en el que los ciudadanos se organizan
para la realización de sus fines y la consecución de sus intereses comunes.

ELEMENTOS.- Son elementos del Municipio:

-El territorio. El término municipal es el territorio en que el Ayuntamiento ejerce sus competencias, y
estará formado por territorios continuos, aunque se pueden mantener las situaciones de discontinuidad
reconocidas en la actualidad, siendo competencia del Ayuntamiento su división en distritos y en barrios,
y las variaciones de los mismos.

-La población. El conjunto de personas inscritas en el Padrón municipal constituye la población del
municipio y, en cuanto tales, son los vecinos del mismo.

-La organización. Está constituida por una serie de medios personales e institucionales (los órganos de
gobierno propiamente dichos) o administrativos (el personal al servicio de cada Corporación) que
desarrollan las actividades propias del Municipio para que éste cumpla los fines que le son propios.

1.2.- EL TÉRMINO MUNICIPAL

TÉRMINO MUNICIPAL.- El término municipal es el territorio en que el ayuntamiento ejerce sus competen-
cias. Cada municipio pertenecerá a una sola provincia.

CREACIÓN O SUPRESIÓN.- La creación o supresión de municipios, así como la alteración de términos munici-
pales, se regularán por la legislación de las Comunidades Autónomas sobre régimen local, sin que la
alteración de términos municipales pueda suponer, en ningún caso, modificación de los límites provincia-
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TEMA	8.‐	LOS	DERECHOS	DE	LOS	CIUDADANOS	ANTE	LA	ADMINISTRACIÓN
PÚBLICA.	CONSIDERACIÓN	ESPECIAL	DEL	INTERESADO.	COLABORACIÓN

Y	PARTICIPACIÓN	DE	LOS	CIUDADANOS	EN	LA	ADMINISTRACIÓN.

1.‐	DERECHOS	DE	LOS	CIUDADANOS	ANTE	LA	ADMINISTRACIÓN	PÚBLICA

Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas.- Quienes tienen capacidad
de obrar ante las Administraciones Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes
derechos:

a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electró-
nico de la Administración.

b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públi-
cas.

c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo
previsto en esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.

d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley
19/2013, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordena-
miento Jurídico.

e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de
facilitarles el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corres-
ponda legalmente.

g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica.

h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de
los datos que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas.

i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.

Estos derechos se entienden sin perjuicio de los reconocidos en el la Ley 39/2015 referidos a los intere-
sados en el procedimiento administrativo.

Derechos del interesado en el procedimiento administrativo.- Además del resto de derechos previstos en
esta Ley- los interesados en un procedimiento administrativo tienen los siguientes derechos:
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TEMA	9.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:
LOS	EMPLEADOS	PÚBLICOS.	RETRIBUCIONES	DEL	PERSONAL.

1.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS

1.1.‐	RÉGIMEN	JURÍDICO

La	Constitución	Española	de	1978	establece		en	su	artículo	103.3	una	reserva	de	ley	para	regular:

‐El	estatuto	de	los	funcionarios	públicos	que	ha	de	contener	sus	derechos	y	deberes,

‐El	acceso	a	la	Función	Pública,	cuyos	sistemas	han	de	responder	a	los	principios	de	mérito	y	capacidad,

‐Las	peculiaridades	del	ejercicio	del	derecho	a	sindicación	de	los	funcionarios	públicos,

‐Sus	sistemas	de	incompatibilidades	y	las	demás	garantías	para	la	imparcialidad	en	el	ejercicio	de	sus
funciones.

Esto	significa	que	todas	estas	materias	han	de	ser	reguladas	por	norma	con	rango	formal	de	Ley,	sin	que
puedan	 ser	 reguladas	por	una	norma	 reglamentaria.	Asimismo,	 el	 artículo	149.1.18	de	 la	Constitución
establece	como	competencia	exclusiva	del	Estado	la	de	determinar	las	bases	del	régimen	jurídico	de	las
AA.PP.	y	del	régimen	estatutario	de	sus	funcionarios,	que	en	todo	caso	garantizarán	a	los	administrados	un
tratamiento	común	ante	ellas.	Como	consecuencia	de	lo	establecido	en	este	artículo	se	dictó	lal	Ley	30/1984,
de	2	de	agosto,	de	medidas	para	la	reforma	de	la	Función	Pública,	que	ha	estado	vigente	en	su	mayor	parte
hasta	el	Estatuto	Básico	del	Empleado	Público,	aprobado	por	Ley	7/2007,	de	12	de	abril,	que	contuvo	la
normativa	común	al	conjunto	de	los	funcionarios	de	todas	las	Administraciones	Públicas,	más	las	normas
legales	específicas	aplicables	al	personal	laboral	a	su	servicio,	dando	verdadero	cumplimiento	a	lo	estableci‐
do	en	el	artículo	103.3	de	la	Constitución	.

Como	consecuencia	de	las	diferentes	modificaciones	posteriores	introducidas	en	el	texto	original	de	la	citada
Ley,	se	ha	aprobado	un	texto	refundido	que	unifica	e	integra	en	un	único	texto	legal	las	citadas	modificacio‐
nes,	derogando	‐entre	otras‐	a	la	propia	Ley	7/2007,	de	12	de	abril,	norma	que	ha	sido	el	Real	Decreto
Legislativo	5/2015,	de	30	de	octubre,	por	el	que	se	aprueba	el	texto	refundido	de	la	Ley	del	Estatuto	Básico
del	Empleado	Público	(en	adelante	EBEP).

El	 EBEP	 establece	 los	 principios	 generales	 aplicables	 al	 conjunto	de	 las	 relaciones	de	 empleo	público,
empezando	por	el	de	servicio	a	los	ciudadanos	y	al	interés	general,	ya	que	la	finalidad	primordial	de	cual‐
quier	reforma	en	esta	materia	debe	ser	mejorar	la	calidad	de	los	servicios	que	el	ciudadano	recibe	de	la
Administración.

El	Estatuto	Básico	contiene	aquello	que	es	común	al	conjunto	de	los	funcionarios	de	todas	las	Administracio‐
nes	Públicas,	más	las	normas	legales	específicas	aplicables	al	personal	laboral	a	su	servicio.	Partiendo	del
principio	constitucional	de	que	el	régimen	general	del	empleo	público	en	nuestro	país	es	el	funcionarial,
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TEMA	10.‐	LOS	FUNCIONARIOS	PÚBLICOS:	SITUACIONES	ADMINISTRATIVAS.
LA	RESPONSABILIDAD	Y	EL	PROCEDIMIENTO	DISCIPLINARIO.

DERECHOS	COLECTIVOS	DE	LOS	FUNCIONARIOS.

1.‐	SITUACIONES	ADMINISTRATIVAS

Las	situaciones	en	que	pueden	hallarse	los	funcionarios	de	carrera	de	la	Administración	local	serán:

				a)	Servicio	activo.
				b)	Servicio	en	Comunidades	Autónomas.
				c)	Excedencia	forzosa	o	voluntaria.
				d)	Servicios	especiales.
				e)	Suspensión.

Dichas	situaciones	se	regularán	por	la	normativa	básica	estatal	y	por	la	legislación	de	función	pública	de	la
respectiva	Comunidad	Autónoma	y,	supletoriamente,	por	la	legislación	de	los	funcionarios	de	la	Administra‐
ción	del	Estado,	teniéndose	en	cuenta	las	peculiaridades	del	régimen	local.

El	EBEP	regula	con	carácter	general	las	situaciones	administrativas,	en	los	términos	siguientes.

CLASES	DE	SITUACIONES	ADMINISTRATIVAS.‐	Los	funcionarios	de	carrera	se	hallarán	en	alguna	de	las
siguientes	situaciones:

a)	Servicio	activo.
b)	Servicios	especiales.
c)	Servicio	en	otras	Administraciones	Públicas.
d)	Excedencia.
e)	Suspensión	de	funciones.

Las	Leyes	de	Función	Pública	que	se	dicten	en	desarrollo	del	EBEP	podrán	regular	otras	situaciones
administrativas	de	los	funcionarios	de	carrera,	en	los	supuestos,	en	las	condiciones	y	con	los	efectos	que
en	las	mismas	se	determinen,	cuando	concurra,	entre	otras,	alguna	de	las	circunstancias	siguientes:

a)	Cuando	por	razones	organizativas,	de	reestructuración	interna	o	exceso	de	personal,	resulte	una
imposibilidad	transitoria	de	asignar	un	puesto	de	trabajo	o	la	conveniencia	de	incentivar	la	cesación
en	el	servicio	activo.

b)	Cuando	los	funcionarios	accedan,	bien	por	promoción	interna	o	por	otros	sistemas	de	acceso,	a
otros	cuerpos	o	escalas	y	no	les	corresponda	quedar	en	alguna	de	las	situaciones	previstas	en	este
Estatuto,	y	cuando	pasen	a	prestar	servicios	en	organismos	o	entidades	del	sector	público	en	régimen
distinto	al	de	funcionario	de	carrera.
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TEMA	11.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN.	EL	REGISTRO	GENERAL
DE	ENTRADA	Y	SALIDA	DE	DOCUMENTOS.	DÍAS	Y	HORAS	HÁBILES.	CÓMPUTO

DE	PLAZOS.	REQUISITOS	EN	LA	PRESENTACIÓN	DE	DOCUMENTOS.

1.‐	EL	REGISTRO	DE	DOCUMENTOS

1.1.‐	REGULACIÓN	GENERAL

La	Ley	39/2015,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas,	regula	los
Registros	administrativos	en	su	art.	16,	unificando	las	regulaciones	anteriores	contenidas	en	la	Ley	30/1992,
de	Régimen	Jurídico	de	las	Administraciones	Públicas	y	del	Procedimiento	Administrativo	Común	(respecto
de	los	registros	físicos	tradicionales),	y	en	la	Ley	11/2007,	de	acceso	electrónico	de	los	ciudadanos	a	los
Servicios	Públicos	(respecto	de	los	registros	electrónicos):

1.	Cada	Administración	dispondrá	de	un	Registro	Electrónico	General,	en	el	que	se	hará	el	correspondien‐
te	asiento	de	todo	documento	que	sea	presentado	o	que	se	reciba	en	cualquier	órgano	administrativo,
Organismo	público	o	Entidad	vinculado	o	dependiente	a	éstos.	También	se	podrán	anotar	en	el	mismo,
la	salida	de	los	documentos	oficiales	dirigidos	a	otros	órganos	o	particulares.

Los	Organismos	públicos	vinculados	o	dependientes	de	cada	Administración	podrán	disponer	de	su
propio	 registro	 electrónico	plenamente	 interoperable	 e	 interconectado	 con	 el	Registro	Electrónico
General	de	la	Administración	de	la	que	depende.

El	Registro	Electrónico	General	de	cada	Administración	funcionará	como	un	portal	que	facilitará	el
acceso	a	los	registros	electrónicos	de	cada	Organismo.	Tanto	el	Registro	Electrónico	General	de	cada
Administración	como	los	registros	electrónicos	de	cada	Organismo	cumplirán	con	las	garantías	y	medi‐
das	de	seguridad	previstas	en	la	legislación	en	materia	de	protección	de	datos	de	carácter	personal.

Las	disposiciones	de	creación	de	los	registros	electrónicos	se	publicarán	en	el	diario	oficial	correspon‐
diente	y	 su	 texto	 íntegro	deberá	estar	disponible	para	consulta	en	 la	 sede	electrónica	de	acceso	al
registro.	En	todo	caso,	las	disposiciones	de	creación	de	registros	electrónicos	especificarán	el	órgano	o
unidad	responsable	de	su	gestión,	así	como	la	fecha	y	hora	oficial	y	los	días	declarados	como	inhábiles.

En	la	sede	electrónica	de	acceso	a	cada	registro	figurará	la	relación	actualizada	de	trámites	que	pueden
iniciarse	en	el	mismo.

2.	Los	asientos	se	anotarán	respetando	el	orden	temporal	de	recepción	o	salida	de	los	documentos,	e
indicarán	la	fecha	del	día	en	que	se	produzcan.	Concluido	el	trámite	de	registro,	los	documentos	serán
cursados	sin	dilación	a	sus	destinatarios	y	a	las	unidades	administrativas	correspondientes	desde	el
registro	en	que	hubieran	sido	recibidas.

3.	El	registro	electrónico	de	cada	Administración	u	Organismo	garantizará	la	constancia,	en	cada	asiento
que	se	practique,	de	un	número,	epígrafe	expresivo	de	su	naturaleza,	fecha	y	hora	de	su	presentación,
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TEMA	12.‐	FASES	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO:		INICIACIÓN,
ORDENACIÓN,	INSTRUCCIÓN		Y	FINALIZACIÓN.	DERECHOS	DE

LOS	CIUDADANOS	EN	EL	PROCEDIMIENTO.

INTRODUCCIÓN

La regulación del procedimiento administrativo común en la Ley 39/2015 comienza con las garantías del
procedimiento, disponiendo que -además del resto de derechos previstos en esta Ley- los interesados en un
procedimiento administrativo tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan
la condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la
Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su instruc-
ción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a
acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos.

Quienes se relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán
derecho a consultar la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General
electrónico de la Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá cumplida la
obligación de la Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos
mediante la puesta a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Adminis-
tración competente o en las sedes electrónicas que correspondan.

b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya
responsabilidad se tramiten los procedimientos.

c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora
aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento
original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.

d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se
trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por
éstas.

e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a
aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán
ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.

f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones
vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.

g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.
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TEMA	13.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO:	CONCEPTO,	CLASES	Y	ELEMENTOS.
SU	MOTIVACIÓN	Y	NOTIFICACIÓN.	EFICACIA	Y	VALIDEZ

DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.

1.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO

1.1.‐	CONCEPTO	DE	ACTO	ADMINISTRATIVO

Puede	definirse	al	acto	administrativo	como	cualquier	declaración	de	voluntad,	de	deseo,	de	conocimiento
o	de	juicio	realizada	por	un	órgano	de	la	Administración	Pública	en	el	ejercicio	de	una	potestad	administrati‐
va.	Y	también,	de	una	forma	más	breve,	como	acto	jurídico	realizado	por	la	Administración	con	arreglo	al
Derecho	Administrativo.	O	como	toda	declaración	jurídica,	unilateral	y	ejecutiva,	en	virtud	de	la	cual	la
Administración	tiende	a	crear,	reconocer,	modificar	o	extinguir	situaciones	jurídicas	objetivas.

La	Ley	39/2015	no	da	un	concepto	de	acto	administrativo,	si	bien	el	art.	34	da	por	sentada	su	existencia
cuando	manifiesta	que	“Los	actos	administrativos	que	dicten	las	Administraciones	Públicas,	bien	de	oficio	o	a
instancia	del	interesado,	se	producirán	por	el	órgano	competente	ajustándose	a	los	requisitos	y	al	procedimiento
establecido”,	añadiendo	que	“El	contenido	de	los	actos	se	ajustará	a	lo	dispuesto	por	el	ordenamiento	jurídico
y	será	determinado	y	adecuado	a	los	fines	de	aquéllos”.	Establecido	el	concepto,	se	pueden	señalar	las	siguien‐
tes	características	de	los	actos	administrativos:

1ª.‐	El	acto	administrativo	es	un	acto	jurídico:	consiste	en	una	declaración,	lo	que	excluye	las	actividades
materiales	de	la	Administración	(actividades	instrumentales	como	una	llamada	por	teléfono,	un	requeri‐
miento	de	documentación,	el	otorgamiento	de	un	plazo,	etc).

2ª.‐	La	declaración	puede	ser	de	voluntad,	de	juicio,	de	conocimiento	y	de	deseo:

‐Entre	 las	declaraciones	de	voluntad	están	 las	autorizaciones	o	 licencias	 (permiten	realizar	una
actividad	o	una	obra),	las	sanciones	o	prohibiciones,	etc.

‐Entre	las	declaraciones	de	juicio	se	pueden	citar	los	actos	consultivos,	los	informes,	los	actos	de
intervención	y	fiscalización	financiera,	etc.

‐Entre	las	declaraciones	de	conocimiento	están	los	certificados,	las	anotaciones	o	registro	de	títulos,
los	levantamientos	de	actas,	etc.

‐Como	declaraciones	de	deseo	están	las	propuestas	o	peticiones	de	un	órgano	a	otro.

3ª.‐	El	acto	administrativo	ha	de	proceder	de	una	Administración,	lo	que	implica	que	no	puedan	ser
considerados	actos	administrativos:
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TEMA	14.‐	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS.	LA	REVISIÓN	DE	OFICIO	DE
LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.	EL	RECURSO	CONTENCIOSO‐ADMINISTRATIVO.

1.‐	REVISIÓN	DE	LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La relación jurídica que liga a la Administración con el ciudadano está presidida por una idea de prerrogativa
favorable a la Administración, en razón de los intereses generales que tutela. Para garantizar la igualdad en
las relaciones entre la Administración y los ciudadanos se han creado, básicamente, tres técnicas: el procedi-
miento administrativo, el sistema de recursos, y el control de la legalidad por jueces y Tribunales.

La revisión de un acto administrativo puede ser promovida por tanto por un ciudadano, en sentido amplio,
como por una Administración Pública distinta de la autora del acto, o por la Administración autora del acto,
en cuanto gestora directa del interés general. En este último caso estamos en presencia de lo que se llama
revisión de oficio, que incluye la revisión de actos nulos y la revisión de actos anulables. En el primer caso
(revisión promovida por un ciudadano), y dentro de la vía administrativa, estaríamos ante los llamados
recursos administrativos.

1.2.- LA REVISIÓN DE OFICIO

Revisión de disposiciones y actos nulos.- Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciati-
va propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano
consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los
actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en
plazo, en los supuestos de nulidad de pleno derecho.

Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable
del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán
declarar la nulidad de las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las leyes u otras
disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y las que
establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos
individuales.

El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite
de las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de
Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las
causas de nulidad de pleno derecho o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto
de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.

Las Administraciones Públicas, al declarar la nulidad de una disposición o acto, podrán establecer, en la
misma resolución, las indemnizaciones que proceda reconocer a los interesados, si se dan las circunstan-
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TEMA	15.‐	FUNCIONAMIENTO	DE	LOS	ÓRGANOS	COLEGIADOS	LOCALES.
CONVOCATORIA	Y	ORDEN	DEL	DÍA.	ACTAS	Y	CERTIFICACIONES	DE	ACUERDOS.

1.‐	FUNCIONAMIENTO	DEL	PLENO

La materia de este tema está regulada por el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen
Jurídico de las Entidades Locales (Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre), dictado en cumplimiento
de lo dispuesto en la disposición final primera de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del
Régimen Local. Dicha disposición estableció que el Gobierno de la nación deberá actualizar y acomodar a lo
dispuesto en la misma, entre otros, el Reglamento de organización, funcionamiento y régimen jurídico de
las Corporaciones locales aprobado por Decreto de 17 de mayo de 1952, con las modificaciones de que haya
sido objeto en disposiciones posteriores.

1.1.- RÉGIMEN DE SESIONES

CLASES DE SESIONES

1. Las sesiones del Pleno pueden ser de tres tipos:

a) Ordinarias
b) Extraordinarias
c) Extraordinarias de carácter urgente

SESIONES ORDINARIAS

Son sesiones ordinarias aquellas cuya periodicidad esta preestablecida. Dicha periodicidad será fijada por
acuerdo del propio Pleno adoptado en sesión extraordinaria, que habrá de convocar el Alcalde o Presidente
dentro de los treinta días siguientes al de la sesión constitutiva de la Corporación y no podrá exceder del
límite trimestral.

SESIONES EXTRAORDINARIAS

Son sesiones extraordinarias aquellas que convoque el Alcalde o Presidente con tal carácter, por iniciativa
propia o a solicitud de la cuarta parte, al menos, del número legal de miembros de la Corporación. Tal
solicitud habrá de hacerse por escrito en el que se razone el asunto o asuntos que la motiven, firmado
personalmente por todos los que la suscriben.

La relación de asuntos incluidos en el escrito no enerva la facultad del Alcalde o Presidente para determinar
los puntos del Orden del día, si bien la exclusión de éste de alguno de los asuntos propuestos deberá ser
motivada.
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TEMA	16.‐	LOS	CONTRATOS	ADMINISTRATIVOS	EN	LA	ESFERA	LOCAL.
ESPECIAL	REFERENCIA	A	LA	SELECCIÓN	DEL	CONTRATISTA.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- CONCEPTO CIVIL DE CONTRATO

El origen y esencia de los contratos administrativos está en el contrato civil o privado. Según el art. 1089 del
Código Civil, "las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".

Así pues, jurídicamente, las obligaciones nacen, bien por imposición de una Ley, o bien por la propia voluntad
de una persona de contraer obligaciones respecto de otra, mediante un contrato.

El contrato se configura así como una de las fuentes de obligaciones jurídicas y, en este sentido, el propio
Código Civil, en su art. 1254, lo define diciendo que "el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora bien, quizás con esta definición no quede aún perfectamente delimitado el concepto de contrato, en
un sentido jurídico estricto, que permita diferenciar, nítidamente y con carácter general, un contrato de lo
que sería un simple acuerdo de voluntades carente de tal naturaleza.

Teniendo en cuenta el conjunto del articulado del Código Civil al respecto, los matices que realmente definen
a un acuerdo de voluntades como un contrato radican fundamentalmente en lo siguiente:

-Se ha de producir un intercambio de obligaciones recíprocas entre las partes intervinientes en el
contrato.

-La autonomía de la voluntad de las partes está condicionada por una serie de normas de carácter
público, tendentes a proteger tanto los derechos de los contratantes como los intereses generales de la
sociedad.

En definitiva, y en un sentido amplio, se puede definir al contrato como un acuerdo entre partes del que
nacen obligaciones recíprocas y para el que, dada su trascendencia social y económica, la Ley establece unas
normas y unas consecuencias jurídicas.

1.2.- MODALIDAD DE LOS CONTRATOS

Existen dos grandes grupos en los que se suelen englobar las distintas modalidades de contratos, en función
de los sujetos que en él intervienen y de la normativa que les es de aplicación:

-Contratos privados, que son aquellos en que las partes intervinientes persiguen intereses meramente
particulares y se mantienen en situación de igualdad respecto a los derechos y obligaciones recíprocos
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TEMA	17.‐	LAS		HACIENDAS		LOCALES.	CLASIFICACIÓN	DE	INGRESOS.	LAS	ORDE‐
NANZAS	FISCALES:	PROCEDIMIENTO	DE	ELABORACIÓN	Y	APROBACIÓN.	RÉGIMEN
JURÍDICO	DEL	GASTO	PÚBLICO	LOCAL.	CONTROL	Y	FISCALIZACIÓN	DEL	GASTO.

1.‐	LAS	HACIENDAS	LOCALES

1.1.- CONCEPTOS GENERALES

El concepto de "Hacienda de las Entidades Locales" se corresponde con el de las facultades atribuidas a las
mismas en orden al establecimiento, regulación, gestión y recaudación de tributos, así como a la posibilidad
de obtención de otros ingresos; todo ello orientado a disponer de medios económicos con los que hacer
frente a las necesidades públicas locales. Por lo tanto, la Hacienda de las Entidades Locales presenta dos
aspectos distintos: de una parte, la obtención de ingresos, y, de otra, la aplicación de los mismos a la satisfac-
ción de las necesidades.

En nuestro Derecho positivo, el término "Haciendas Locales" hace referencia, esencialmente, a la vertiente
de los ingresos; es decir, a la disposición de recursos suficientes para el cumplimiento de los fines de las
propias Entidades Locales.

El art. 142 de la Constitución recoge el principio de suficiencia de las haciendas locales, al establecer que las
mismas deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la ley les
atribuye.

Básicamente, el régimen jurídico de las Haciendas Locales encontraba su regulación en la Ley 39/1988, de
28 de Diciembre (BOE del 30), modificada por diversas leyes posteriores, en particular, por la Ley 51/2002,
de 27 de diciembre (BOE del 28), que preveía la elaboración de un texto refundido en la materia, el cual ha
sido adoptado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de Marzo (BOE de 9 y 13 de Marzo), por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, que constituye la ley
vigente y ha procedido a derogar las leyes de 1988 y 2002.

1.2.- POTESTAD TRIBUTARIA DE LOS ENTES LOCALES

Los tributos solo pueden establecerse con arreglo a la ley (artículo 31.3 CE), correspondiendo la potestad
originaria para establecerlos exclusivamente al Estado, mediante ley (artículo 133.1 CE), mientras que las
corporaciones locales podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo con la Constitución y las leyes (artículo
133.2 CE), gozando tales corporaciones locales de autonomía, garantizada por la Constitución, para la gestión
de sus intereses (artículos 137 y 140 CE).

La autonomía de las entidades locales para establecer y exigir tributos ha de ejercerse de acuerdo con lo
previsto en la legislación del Estado reguladora de las haciendas locales y en las leyes que dicten las comuni-
dades autónomas en los supuestos expresamente previstos en aquélla (artículo 106.1 LBRL) y su medio de
ejercicio son las ordenanzas fiscales, a través de las cuales ejercen la potestad reglamentaria las entidades
locales en materia tributaria (artículo 106.2 LBRL).
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TEMA	18.‐	LOS	BIENES	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES:	CONCEPTO.
CLASES.	BIENES	DE	DOMINIO	PÚBLICO.	BIENES	PATRIMONIALES.

1.‐	RÉGIMEN	JURÍDICO	GENERAL	DE	LOS	BIENES	DE	LAS	ENTIDADES	LOCALES

La Ley 7/1985, Reguladora de las Bases del Régimen Local, y el Texto Refundido de las disposiciones legales
vigentes en materia de Régimen Local (Real Decreto Legislativo 781/1986) configuran el régimen jurídico
del patrimonio de las entidades locales en los términos siguientes.

Patrimonio y bienes locales.- El patrimonio de las Entidades locales está constituido por el conjunto de
bienes, derechos y acciones que les pertenezcan.

Los bienes de las Entidades locales son de dominio público o patrimoniales.

Son bienes de dominio público los destinados a un uso o servicio público.

Son bienes de uso público local los caminos y carreteras, plazas, calles. paseos, parques, aguas, fuentes,
canales, puentes y demás obras públicas de aprovechamiento o utilización generales cuya conservación
y policía sean de la competencia de la Entidad local.

Son bienes de servicio público los destinados al cumplimiento de fines públicos de responsabilidad de
las Entidades locales, tales como Casas Consistoriales, Palacios Provinciales y, en general, edificios que
sean sede de las mismas, mataderos, mercados, lonjas, hospitales, hospicios, museos, así como los montes
catalogados de propiedad provincial.

Bienes comunales.- Tienen la consideración de comunales aquellos cuyo aprovechamiento corresponda al
común de los vecinos. Los bienes comunales y demás bienes de dominio público son inalienables,
inembargables e imprescriptibles y no están sujetos a tributo alguno.

Bienes patrimoniales.- Son bienes patrimoniales o de propios los que, siendo propiedad de la Entidad local,
no estén destinados a uso público ni afectados a algún servicio público y puedan constituir fuente de
ingresos para el erario de la Entidad. Los bienes patrimoniales se rigen por su legislación específica y,
en su defecto, por las normas de Derecho privado.

Toda enajenación, gravamen o permuta de bienes inmuebles habrá de comunicarse al órgano competen-
te de la Comunidad Autónoma. Si su valor excediera del 25% de los recursos ordinarios del presupuesto
anual de la Corporación requerirá, además, autorización de aquél.

Los bienes inmuebles patrimoniales no podrán cederse gratuitamente salvo a Entidades o Instituciones
públicas y para fines que redunden en beneficio de los habitantes del término municipal, así como a las
instituciones privadas de interés público sin ánimo de lucro.
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TEMA	19.‐	EL	INTERESADO:	CONCEPTO,	REPRESENTACIÓN,		PLURALIDAD	DE
INTERESADOS	Y		NUEVOS	INTERESADOS	EN	EL	PROCEDIMIENTO.	IDENTIFICACIÓN
Y	FIRMA.	SISTEMA	DE	IDENTIFICACIÓN	DE	LOS	INTERESADOS	Y	SISTEMAS	DE
FIRMA	ADMITIDOS	POR	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS;	EL	USO	DE	MEDIOS
DE	IDENTIFICACIÓN	Y	FIRMA,	ASISTENCIA	EN	EL	USO	DE	MEDIOS	ELECTRÓNICOS
A	LOS	INTERESADOS.	DERECHOS	DE	LAS	PERSONASEN	SUS	RELACIONES	CON
LAS	AA.PP.,	DERECHO	Y	OBLIGACIÓN	DE	RELACIONARSE	ELECTRÓNICAMENTE.	

1.‐	LOS	INTERESADOS

1.1.- LA CAPACIDAD DE OBRAR Y EL CONCEPTO DE INTERESADO

Capacidad de obrar.- A los efectos previstos en la Ley 39/2015, tendrán capacidad de obrar ante las Adminis-
traciones Públicas:

a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las normas civiles.

b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actua-
ción esté permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria
potestad, tutela o curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión
de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate.

c) Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin
personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos.

Concepto de interesado.- Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por
la decisión que en el mismo se adopte.

c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la
resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de
intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.

Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente
sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.
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TEMA	20.‐	EL	ARCHIVO.	CONCEPTO.	TIPOS	DE	ARCHIVOS.	ORGANIZACIÓN
DEL	ARCHIVO.	NORMAS	DE	ACCESO	A	LOS	ARCHIVOS.	EL	PROCESO	DE
ARCHIVO.	EL	ARCHIVO	DE	LOS	DOCUMENTOS	ADMINISTRATIVOS.

1.‐	EL	ARCHIVO

1.1.‐	DEFINICIÓN	Y	CONCEPTOS	GENERALES

Según	 la	RAE,	un	archivo	es	el	conjunto	ordenado	de	documentos	que	una	persona,	una	sociedad,	una
institución,	etc.,	producen	en	el	ejercicio	de	sus	funciones	o	actividades;	y	también	el	lugar	donde	se	custo‐
dian	uno	o	varios	archivos.

Según	el	Consejo	Internacional	de	Archivos	(ICA/CIA),	la	palabra	«archivo»	tiene	tres	acepciones:

1ª.‐	Conjunto	de	documentos	sean	cuales	sean	su	fecha,	su	forma	y	su	soporte	material,	producidos	o
recibidos	por	toda	persona	física	o	moral,	y	por	todo	servicios	u	organismo	público	o	privado,	en	el
ejercicio	de	su	actividad,	y	son,	ya	conservados	por	sus	creadores	o	por	sus	sucesores	para	sus	propia
necesidades,	ya	transmitidos	a	la	institución	de	archivos	competente	en	razón	de	su	valor	archivístico.

2ª.‐	 Institución	responsable	de	la	acogida,	tratamiento,	 inventariado,	conservación	y	servicio	de	los
documentos.

3ª.‐	Edificio	o	parte	de	edificio	donde	los	documentos	son	conservados	y	servidos.

Es	decir,	«archivo»	es	una	palabra	polisémica	que	se	refiere	tanto	a:

•	El	fondo	documental,	como	conjunto	de	documentos	producidos	o	recibidos	por	una	persona	física	o
jurídica	en	el	ejercicio	de	sus	actividades.

•	La	institución	o	servicio	responsable	de	la	custodia	y	tratamiento	archivístico	del	fondo.

•	El	edificio	o	local	donde	se	custodia	dicho	fondo.

La	Ley	16/1985,	del	Patrimonio	Histórico	Español	los	define	en	su	art.	59.1	como	“conjuntos	orgánicos	de
documentos,	o	 la	reunión	de	varios	de	ellos,	reunidos	por	 las	personas	 jurídicas,	públicas	o	privadas,	en	el
ejercicio	de	sus	actividades,	al	servicio	de	su	utilización	para	la	investigación,	la	cultura,	la	información	y	la
gestión	administrativa.	Asimismo,	 se	 entienden	por	archivos	 las	 instituciones	 culturales	donde	 se	 reúnen,
conservan,	ordenan	y	difunden	para	los	fines	anteriormente	mencionados	dichos	conjuntos	orgánicos”.

Una	definición	completa	de	«archivo»	sería	la	de	“uno	o	más	conjuntos	de	documentos,	sea	cual	sea	su	fecha,
su	forma	y	soporte	material,	acumulados	en	un	proceso	natural	por	una	persona	o	institución	pública	o	privada
en	el	transcurso	de	su	gestión,	conservados,	respetando	aquel	orden,	para	servir	como	testimonio	e	información
para	la	persona	o	institución	que	lo	produce,	para	los	ciudadanos	o	para	servir	de	fuentes	de	historia”.
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TEMA	21.‐	LA	PROTECCIÓN	DE	DATOS	PERSONALES	Y	GARANTÍA	DE
LOS	DERECHOS	DIGITALES.	REGULACIÓN	LEGAL.	PRINCIPIOS	DE	PROTECCIÓN
DE	DATOS.	DERECHOS	DE	LAS	PERSONAS.	DISPOSICIONES	APLICABLES	A

TRATAMIENTOS	CONCRETOS.	RESPONSABLE	Y	ENCARGADO	DEL
TRATAMIENTO.	GARANTÍA	DE	LOS	DERECHOS	DIGITALES.

1.‐	LA	PROTECCIÓN	DE	DATOS	PERSONALES

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

La	adaptación	a	la	normativa	europea	expresada	en	el	Reglamento	General	de	Protección	de	Datos	(RGPD),
aplicable	a	partir	del	25	de	mayo	de	2018,	ha	requerido	 la	elaboración	de	una	nueva	 ley	orgánica	que
sustituya	a	la	Ley	Orgánica	15/1999,	de	13	de	diciembre,	de	Protección	de	Datos	de	Carácter	Personal.	Esta
norma	ha	sido	la	Ley	Orgánica	3/2018,	de	5	de	diciembre,	de	Protección	de	Datos	Personales	y	garantía	de
los	derechos	digitales,	que	presenta	la	siguiente	estructura:

Preámbulo

•	TÍTULO	I.	Disposiciones	generales
•	TÍTULO	II.	Principios	de	protección	de	datos
•	TÍTULO	III.	Derechos	de	las	personas

CAPÍTULO	I.	Transparencia	e	información
CAPÍTULO	II.	Ejercicio	de	los	derechos

•	TÍTULO	IV.	Disposiciones	aplicables	a	tratamientos	concretos
•	TÍTULO	V.	Responsable	y	encargado	del	tratamiento

CAPÍTULO	I.	Disposiciones	generales.	Medidas	de	responsabilidad	activa
CAPÍTULO	II.	Encargado	del	tratamiento
CAPÍTULO	III.	Delegado	de	protección	de	datos
CAPÍTULO	IV.	Códigos	de	conducta	y	certificación

•	TÍTULO	VI.	Transferencias	internacionales	de	datos
•	TÍTULO	VII.	Autoridades	de	protección	de	datos

CAPÍTULO	I.	La	Agencia	Española	de	Protección	de	Datos

Sección	1.ª	Disposiciones	generales
Sección	2.ª	Potestades	de	investigación	y	planes	de	auditoría	preventiva
Sección	3.ª	Otras	potestades	de	la	Agencia	Española	de	Protección	de	Datos
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TEMA	22.‐	SISTEMAS	OFIMÁTICOS.	PROCESADORES	DE	TEXTO.	HOJAS	DE
CÁLCULO:	PRINCIPALES	FUNCIONES	Y	UTILIDADES.	LIBROS,	HOJAS	Y	CELDAS.
OTRAS	APLICACIONES	OFIMÁTICAS.	REDES	DE	COMUNICACIONES	E	INTERNET.
EL	CORREO	ELECTRÓNICO:	CONCEPTOS	ELEMENTALES	Y	FUNCIONAMIENTO.

1.‐	OFIMÁTICA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La informática es la ciencia que estudia los ordenadores en su conjunto (máquinas y programas). El concepto
de informática viene dado de la unión de dos palabras INFORmación y autoMÁTICA. Se trata del “conjunto
de conocimientos científicos y técnicas, que hacen posible el tratamiento automático de la información por
medio de ordenadores” (concepto de informática según el diccionario académico de la lengua española).

Dentro de la Informática se engloba la Ofimática, es decir, ésta es una parte de la Informática. No hay que
confundir el concepto de INFORMÁTICA con el de OFIMÁTICA. El concepto de ofimática se aplica a todas
aquellas técnicas, procedimientos, servicios, etc., que se basan en tecnologías de la información (informática
y comunicaciones) y cuya implementación se realiza en el ámbito del trabajo de oficina y similares entornos.
El concepto de ofimática viene dado de la unión de dos palabras OFIcina y autoMÁTICA.

La ofimática engloba, pues, los tratamientos de textos y gráficos, la gestión documental, la agenda, la planifi-
cación de tiempo y actividades, la mensajería electrónica, etc. El entorno donde se desarrolla la ofimática es,
fundamentalmente, la oficina y por tanto, describe su naturaleza y los trabajos que se realizan en ella.

El objetivo es tener la información disponible para cualquier necesidad de la organización. Es necesario
tratarla para presentarla en el formato y soporte más adecuado y poder extraer el conocimiento más relevan-
te en cada ocasión.

1.2.- PAQUETES INTEGRADOS

Con el nombre genérico de paquete integrado se designa el conjunto de software que incluye las funciones
de varios programas en uno solo, bien como módulos de una gran aplicación o formando varias aplicaciones
independientes. Actualmente también se habla de las Suites informáticas, que son paquetes integrados con
gran variedad de aplicaciones.

Un paquete integrado, igual que las Suites, debe de reunir los siguientes requisitos:

-Criterio unificado de diseño, para todas las aplicaciones.

-Ejecución de diferentes programas.

-Acceso compartido de los datos por los diferentes programas, lo que permite exportar datos de uno de
sus programas a los otros. 



www.temariosenpdf.es Tema 23 - Pág. 1

TEMA	23.‐	LEY	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES.	DEFINICIONES.
DERECHO	A	LA	PROTECCIÓN	FRENTE	A	LOS	RIESGOS	LABORALES.

PRINCIPIOS	DE	LA	ACCIÓN	PREVENTIVA.

1.‐	LA	LEY	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES

El artículo 40.2 de la Constitución Española encomienda a los poderes públicos, como uno de los principios
rectores de la política social y económica, velar por la seguridad e higiene en el trabajo. Este mandato
constitucional conlleva la necesidad de desarrollar una política de protección de la salud de los trabajadores
mediante la prevención de los riesgos derivados de su trabajo y encuentra en la Ley de Prevención de
Riesgos Laborales su pilar fundamental. En la misma se configura el marco general en el que habrán de
desarrollarse las distintas acciones preventivas, en coherencia con las decisiones de la Unión Europea que
ha expresado su ambición de mejorar progresivamente las condiciones de trabajo y de conseguir este
objetivo de progreso con una armonización paulatina de esas condiciones en los diferentes países europeos.

De la presencia de España en la Unión Europea se deriva, por consiguiente, la necesidad de armonizar
nuestra política con la naciente política comunitaria en esta materia, preocupada, cada vez en mayor medida,
por el estudio y tratamiento de la prevención de los riesgos derivados del trabajo. Buena prueba de ello fue
la modificación del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea por la llamada Acta Única, a
tenor de cuyo artículo 118 A) los Estados miembros vienen, desde su entrada en vigor, promoviendo la
mejora del medio de trabajo para conseguir el objetivo antes citado de armonización en el progreso de las
condiciones de seguridad y salud de los trabajadores. Este objetivo se ha visto reforzado en el Tratado de
la Unión Europea mediante el procedimiento que en el mismo se contempla para la adopción, a través de
Directivas, de disposiciones mínimas que habrán de aplicarse progresivamente.

Consecuencia de todo ello ha sido la creación de un acervo jurídico europeo sobre protección de la salud de
los trabajadores en el trabajo. De las Directivas que lo configuran, la más significativa es, sin duda, la
89/391/CEE, relativa a la aplicación de las medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud
de los trabajadores en el trabajo, que contiene el marco jurídico general en el que opera la política de
prevención comunitaria.

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (en adelante LPRL) transpone al
Derecho español la citada Directiva, al tiempo que incorpora al que será nuestro cuerpo básico en esta
materia disposiciones de otras Directivas cuya materia exige o aconseja la transposición en una norma de
rango legal, como son las Directivas 92/85/CEE, 94/33/CEE y 91/383/CEE, relativas a la protección de la
maternidad y de los jóvenes y al tratamiento de las relaciones de trabajo temporales, de duración determina-
da y en empresas de trabajo temporal. Así pues, el mandato constitucional contenido en el artículo 40.2 de
nuestra ley de leyes y la comunidad jurídica establecida por la Unión Europea en esta materia configuran el
soporte básico en que se asienta la LPRL. Junto a ello, los compromisos contraídos con la Organización
Internacional del Trabajo a partir de la ratificación del Convenio 155, sobre seguridad y salud de los trabaja-
dores y medio ambiente de trabajo, enriquecen el contenido del texto legal al incorporar sus prescripciones
y darles el rango legal adecuado dentro de nuestro sistema jurídico.
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TEMA	24.‐	CONCEPTUALIZACIÓN	BÁSICA.	DISCRIMINACIÓN	Y	RELACIONES
DESIGUALES:	CONCEPTO	Y	TIPOS	DE	DISCRIMINACIÓN.	IGUALDAD	DE
OPORTUNIDADES:	PRINCIPIOS	DE	IGUALDAD.	PLANES	DE	IGUALDAD.

BREVE	REFERENCIA	AL	PLAN	ESTRATÉGICO	DE	IGUALDAD	DE	OPORTUNIDADES
ENTRE	MUJERES	Y	HOMBRES	DE	LA	DIPUTACIÓN	PROVINCIAL	DE	CÁDIZ.

INTRODUCCIÓN

El artículo 14 de la Constitución española proclama el derecho a la igualdad y a la no discriminación por
razón de sexo. Por su parte, el artículo 9.2 consagra la obligación de los poderes públicos de promover las
condiciones para que la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas.

La igualdad entre mujeres y hombres es un principio jurídico universal reconocido en diversos textos
internacionales sobre derechos humanos, entre los que destaca la Convención sobre la eliminación de todas
las formas de discriminación contra la mujer, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas en
diciembre de 1979 y ratificada por España en 1983. En este mismo ámbito procede evocar los avances
introducidos por conferencias mundiales monográficas, como la de Nairobi de 1985 y Beijing de 1995.

La igualdad es, asimismo, un principio fundamental en la Unión Europea. Desde la entrada en vigor del
Tratado de Ámsterdam, el 1 de mayo de 1999, la igualdad entre mujeres y hombres y la eliminación de las
desigualdades entre unas y otros son un objetivo que debe integrarse en todas las políticas y acciones de la
Unión y de sus miembros.

Con amparo en el antiguo artículo 111 del Tratado de Roma, se ha desarrollado un acervo comunitario sobre
igualdad de sexos de gran amplitud e importante calado, a cuya adecuada transposición se dirige, en buena
medida, la presente Ley. En particular, esta Ley incorpora al ordenamiento español dos directivas en materia
de igualdad de trato, la 2002/73/CE, de reforma de la Directiva 76/207/CEE, relativa a la aplicación del
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la forma-
ción y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo; y la Directiva 2004/113/CE, sobre
aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el acceso a bienes y servicios y su
suministro.

El pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la ley, aun habiendo comportado, sin duda, un paso
decisivo, ha resultado ser insuficiente. La violencia de género, la discriminación salarial, la discriminación
en las pensiones de viudedad, el mayor desempleo femenino, la todavía escasa presencia de las mujeres en
puestos de responsabilidad política, social, cultural y económica, o los problemas de conciliación entre la vida
personal, laboral y familiar muestran cómo la igualdad plena, efectiva, entre mujeres y hombres, aquella
«perfecta igualdad que no admitiera poder ni privilegio para unos ni incapacidad para otros», en palabras
escritas por John Stuart Mill hace casi 140 años, es todavía hoy una tarea pendiente que precisa de nuevos
instrumentos jurídicos.

Resultaba necesaria, en efecto, una acción normativa dirigida a combatir todas las manifestaciones aún
subsistentes de discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo y a promover la igualdad real entre




